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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 2875/2025
RECURRENTE: ********** (QUEJOSA)




VISTO BUENO
SRA. MINISTRA
PONENTE: MINISTRA MARÍA ESTELA RÍOS GÓNZÁLEZ
COTEJÓ
SECRETARIA: ARLIN MARIBEL PÉREZ PARADA


Ciudad de México. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al once de diciembre de dos mil veinticinco, emite la siguiente:

S E N T E N C I A

Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión 2875/2025, promovido en contra de la sentencia dictada el tres de abril de dos mil veinticinco, por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, en el juicio de amparo directo **********. 

                                                 ANTECEDENTES 

1. **********, originaria de Hermosillo, Sonora, mantuvo una relación sentimental con **********, desde dos mil diez y de la cual resultó embarazada en dos mil catorce; sin embargo, decidió concluir dicha relación en ese mismo año. A inicios de dos mil quince, ********** entabló amistad con **********, con quien mantenía comunicación a través de redes sociales, pues esta última residía en Cabo San Lucas, Baja California Sur. 

2. El veintisiete de mayo de dos mil quince, nació la niña ********** y el diecisiete de junio siguiente, acudió ********** a registrarla como única progenitora; en calidad de testigos comparecieron ********** y **********. 

3. En septiembre de dos mil quince, **********, ********** y la niña ********** comenzaron a vivir juntas en San José del Cabo, Baja California Sur, donde ambas se establecieron en el mismo domicilio. Asimismo, el quince de mayo de dos mil dieciséis, las dos acudieron a bautizar a la menor y ********** fungió como madrina. 

4. Así se mantuvieron hasta que en abril de dos mil veintiuno, ********** y su hija abandonaron el domicilio. No obstante, el doce de abril de dos mil veintiuno, ********** otorgó testamento público abierto en el que declaró “estar soltera sin tener descendientes” y en la cláusula tercera señaló que era su voluntad legar “a favor de su ahijada **********, la casa, departamento, terreno y cualquier otra propiedad que se ubicara en Los Cabos, Baja California Sur”. 

5. Juicio familiar de guarda y custodia **********. Por escrito presentado el veinte de junio de dos mil veintidós, ********** promovió demanda en contra de **********, en la que solicitó: (i) la declaración de concubinato existente con la demandada en términos del artículo 331 del Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Baja California Sur[footnoteRef:1]; (ii) el reconocimiento de la comaternidad y establecimiento de la filiación jurídica como madre no gestante de la menor **********, en términos de los artículos 402, 403, 408 y 409 del Código Civil local[footnoteRef:2]; (iii) el establecimiento de un régimen de visitas y convivencias; y (iv) gastos y costas.  [1:  Artículo 330.- El concubinato es a (sic) unión entre dos personas libres, de impedimentos de parentesco y ligamen matrimonial, con el propósito tácito de integrar una familia, en donde ambos se procuran respeto, igualdad y ayuda mutua, mediante la cohabitación doméstica y sexual.


Artículo 331.- Para que exista jurídicamente el concubinato, es necesario que la manifestación de voluntad se prolongue de manera pública y permanente:

I.- Durante cinco años ininterrumpidos;

II.- Durante dos años si la unión se produjo por medio de rito indígena o religioso de carácter público; o

III.- Desde el nacimiento del primer hijo, si esto ocurre antes de los plazos anteriores;
]  [2:  Artículo 402.- Se presumen hijos del concubino y la concubina, los nacidos después de iniciado el concubinato y los nacidos dentro de los trescientos días siguientes al de su disolución.


Artículo 403.- La posesión de estado, se justificará demostrando por los medios ordinarios de prueba, que una persona ha sido tratada como hijo por el presunto padre o por su familia, y que éste ha proveído a su subsistencia, educación y establecimiento.

Artículo 408.- Por el reconocimiento de la maternidad o paternidad, el hijo entra jurídicamente a formar parte de las familias consanguíneas de sus progenitores, para todos los efectos legales.


Artículo 409.- El hijo reconocido por el padre o la madre, o por sentencia judicial, en su caso, tiene derecho:

I.- A llevar el primer apellido paterno o materno;

II.- A ser alimentado por sus progenitores y demás parientes obligados;

III.- A percibir la porción hereditaria que le corresponda; y

IV.- A las demás funciones protectoras, afectivas y normativas derivadas de la patria potestad.
] 


6. Por acuerdo de veintisiete de junio de dos mil veintidós, la Jueza de Primera Instancia del Ramo Familiar del Partido Judicial de Los Cabos, con residencia en Cabo San Lucas, Baja California Sur, admitió la demanda, y seguido el procedimiento dictó sentencia el doce de febrero de dos mil veinticuatro, en la que: 
· Se reconoció el concubinato porque existió una relación estable, domicilio común y proyecto de vida compartido durante cinco años.
· Se negó la comaternidad, ya que esta requiere la manifestación de voluntad conjunta para ejercer la maternidad, lo cual no se acreditó.
· Se estimó que la actora pretendía imponer el reconocimiento de la comaternidad de manera unilateral cuando la relación homoparental ya había terminado.
· No se presentó prueba que demostrara que, durante la relación, ambas partes hubieran acordado asumir la maternidad en conjunto.
· Se consideró relevante que la demandada actualmente está casada con otra persona de sexo masculino y tiene una hija con él, a quien la menor **********, reconoce el rol de padre.
· La valoración psicológica mostró confusión en la menor respecto a su concepto de familia y, en su comparecencia, manifestó que no desea convivir con la actora.

7. Recurso de apelación **********. Inconforme, la parte actora interpuso recurso de apelación, que conoció la Primera Sala Unitaria en Materia Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Baja California Sur. El veinticuatro de mayo de dos mil veinticuatro se resolvió el recurso en el sentido de confirmar la sentencia de primera instancia, y señaló que la presunción del artículo 402 del Código Civil para el Estado Libre y Soberano Baja California Sur no es aplicable, ya que, de una interpretación sistemática de los artículos 401 a 404 del Código Civil local, se advierte que regulan la investigación de la filiación consanguínea, y en este caso no se discute la maternidad biológica. Está acreditado que el padre de la niña es el señor **********, quien acepta la paternidad biológica de la menor, por lo que la pretensión de la actora no parte de una investigación de paternidad, sino de obtener un reconocimiento voluntario de maternidad después de concluida la relación homoparental. 

8. Asimismo, la Primera Sala Unitaria en Materia Civil del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Baja California Sur sostuvo que fue correcta la sentencia de primera instancia al estimar que el reconocimiento de maternidad se promovió un año después de concluida la relación y cuando la niña ya se encontraba integrada a un nuevo entorno familiar en el que identifica con el rol de padre a **********, esposo de su madre; además, señaló que aunque existió convivencia, cuidados y afecto entre la actora y la menor, ello no basta para generar una relación filial, pues el dictamen psicológico evidenció confusión en la niña respecto de su concepto de familia y de los roles parentales, atribuible a los cambios en sus dinámicas familiares, sin que se advirtiera que reconoció a la actora como su madre.

9. Juicio de amparo directo **********. En contra de esta determinación, ********** promovió juicio de amparo directo, mediante escrito presentado el diecisiete de junio de dos mil veinticuatro ante la Oficialía de Partes Común para la Segunda Instancia en Materia Civil y Penal del Poder Judicial del Estado de Baja California Sur. En síntesis, expresó los siguientes conceptos de violación:

· Primero: es incorrecto que la Sala responsable considere que la acción busca el reconocimiento por realidad social, pues en realidad se pidió que se reconociera la filiación jurídica de una niña que nació dentro del concubinato y en la que hubo posesión de estado. Como consecuencia, se le impone a la actora una carga mayor que a una pareja heterosexual, al negarle la presunción de hijo nacido en concubinato con el argumento de que el artículo 402 del Código Civil local sólo aplica para investigar paternidad biológica. Esto desconoce que en relaciones homoparentales, la filiación no se basa en genética, sino en voluntad y funciones parentales, por lo que la interpretación de la Sala es heteronormada y genera discriminación indirecta, al impedir el reconocimiento de la filiación cuando la relación ya terminó, en contra del deber de protección familiar del artículo 4º constitucional.

· Segundo: la negativa de reconocimiento por el simple hecho de que la relación concluyó desconoce la protección constitucional a la familia y la posibilidad de mantener el vínculo jurídico con la niña. Las normas sobre reconocimiento e investigación de filiación los artículos 401 a 404 del Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Baja California Sur pueden aplicarse por analogía para llenar la laguna legal, especialmente cuando existe evidencia de que la actora ejerció funciones maternas y aportó cuidado, sustento y crianza.

· Tercero: la decisión de la Sala contraviene el interés superior de la niñez y la tutela judicial efectiva, pues privilegia el estado actual sin analizar qué solución protege mejor la identidad y vínculos afectivos de la menor.

10. [bookmark: _Hlk181278101]Sentencia del Tribunal Colegiado. El Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito en sesión pública ordinaria virtual del tres de abril de dos mil veinticinco dictó sentencia en la que se negó el amparo a la parte quejosa, con base en las siguientes consideraciones:

· Los conceptos de violación se analizaron en conjunto y se calificaron como infundados. La presunción solicitada por la actora no resulta aplicable porque el juicio no tuvo por objeto investigar la maternidad para determinar la filiación biológica de la niña, pues desde el inicio todas las partes reconocieron que no existía vínculo biológico con la actora y quedó acreditada la existencia del padre biológico, quien mantiene cierto contacto con la menor.

· La determinación adoptada por las instancias previas no es discriminatoria, ya que la presunción de hijo nacido en concubinato responde a un modelo de filiación biológica propio de relaciones heterosexuales. Lo que la actora pretendía era que se reconociera jurídicamente la voluntad de asumir la maternidad una vez concluida la relación homoparental. Sin embargo, el reconocimiento se solicitó un año después de que dicha relación terminó y en un contexto familiar ya transformado, pues la madre biológica contrajo matrimonio con otra persona a quien la niña identifica actualmente como su padre.

·  Además, se valoró con especial relevancia la pericial psicológica, en la cual la niña mostró confusión respecto al concepto de familia y su rol dentro de ella, en un contexto de múltiples cambios familiares y figuras parentales.

· Con base en el interés superior de la niñez, se consideró necesario evitar mayor afectación a su estabilidad emocional e identidad.[footnoteRef:3] La decisión no vulnera derechos de la quejosa, pues la relación homoparental ya había concluido; el padre biológico mantiene presencia; la madre formó una nueva familia, y la menor reconoce a su padrastro y hermana como integrantes de su núcleo familiar actual.  [3:  Del dictamen de la pericial en psicología practicada a la niña, el veinticinco de septiembre de dos mil veintitrés, se estableció que “En general, se presenta como una persona con un ajuste psicológico normal y en cuanto a problemas exteriorizados, sin embargo, según los resultados se manifiesta problemas interiorizados y contextuales, como sentimientos de culpabilidad, preocupaciones recurrentes o reacciones de aprehensión y temor al abandono.

Se presentan problemas familiares que sugieren que podría estar viviendo situaciones estresantes o conflictivas en su entorno familiar, no sólo en la actualidad, sino que ha sido expuesta a situaciones donde sus niveles de estrés han sido elevados. Estos problemas pueden contribuir a una angustia emocional, la cual posiblemente esté contenida por mecanismos de defensa, como la evasión.

Se advierte que existe la necesidad emocional de cubrir lazos afectivos relacionados con la figura paterna, así como ante seres queridos de su estructura familiar del pasado, sin embargo, se manifiesta una confusión en cuanto a la integración del concepto de familia y su identificación y rol dentro de ella; posiblemente debido a la exposición de cambios en cuanto a las dinámicas familiares y roles de género, así como sus figuras paternas y maternas, por lo que se recomienda evitar la exposición constante a cambios de estructuras familiares y sus figuras, las cuales pueden generar confusión en su identidad, identificación y sus lazos afectivos, así como estar viviendo constantes procesos de duelo ante la pérdida de seres queridos y sus vínculos. Por otro lado, es importante destacar que el impacto de estas transiciones, dependerá en gran medida de las circunstancias individuales, la calidad de las relaciones familiares y el apoyo emocional que reciba la niña durante este proceso.

Se recomienda se le brinde un ambiente seguro en el cual pueda realizar expresión de emociones y temores, los cuales principalmente deben ser contenidos, por quienes en la medida de sus interacciones, fomenten la consecución de los lazos afectivos, además de encaminar a la niña en actividades recreativas y lúdicas que favorezcan su esparcimiento, los lazos sociales, etc.”.  ] 


· Finalmente, respecto a la falta de un régimen de convivencias provisional, ya había sido analizada y se concluyó que no procedía establecerlo ante la ausencia de un vínculo jurídico.

11. Recurso de revisión 2875/2025. En contra de la sentencia anterior, **********, por conducto de su autorizado, interpuso recurso de revisión por escrito presentado vía electrónica el veintinueve de abril de dos mil veinticinco; en síntesis, expresó lo siguiente:

· El tribunal colegiado interpretó el artículo 4º constitucional al señalar que la comaternidad debe estar vigente para que pueda reconocerse, de forma que implícitamente establece la caducidad de los lazos familiares.

· Se omitió el estudio sobre la discriminación al exigir mayores requisitos para que aplique la presunción de filiación.

· El tribunal colegiado contravino jurisprudencia obligatoria en términos del artículo 217 de la Ley de Amparo porque no suplió la deficiencia de la queja, no hizo un control de constitucionalidad ni convencionalidad y no estudió los hechos y las pruebas que se vinculan con las personas menores de edad.

· Se omitió estudiar los conceptos de violación en los que se reclamó que la legislación es heteronormada y hay discriminación por razón de género.

· No se expresaron las razones por las cuales consideró que la acción no era una investigación de paternidad. 

· No explicó la sentencia a la niña de una forma acorde a su edad, y 

· Omitió estudiar que la madre biológica se encargó de que la niña olvidara a la quejosa.


12. Trámite ante esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por auto de doce de mayo de dos mil veinticinco, la persona titular de la Presidencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación registró el recurso de revisión con el número 2875/2025, lo admitió y ordenó su turno para la elaboración del proyecto respectivo al Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, así como el envío de los autos a la Primera Sala en la que se encontraba adscrito, a fin de que se dictara el acuerdo de radicación correspondiente.

13. Por acuerdo dieciocho de junio de dos mil veinticinco, la entonces Ministra Presidenta de la extinta Primera Sala dispuso el avocamiento del asunto, y ordenó el envío de los autos al Ministro Ponente, para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.

14. Por oficio presentado vía electrónica el veinticuatro de junio de dos mil veinticinco, la Agente del Ministerio Público de la Federación adscrita, formuló la intervención ministerial, y mediante auto de veinticinco de junio siguiente, la entonces Ministra Presidenta de la extinta Primera Sala tuvo por presentadas las manifestaciones, las agregó al expediente y ordenó el envío de los autos al Ministro Ponente. 

15. Por acuerdo de dos de septiembre de dos mil veinticinco, el asunto fue radicado en la Ponencia de la Ministra María Estela Ríos González para la elaboración del proyecto respectivo; lo anterior, conforme al sexto transitorio del Acuerdo General 1/2025 (12ª.) de este Pleno.



I. COMPETENCIA

16. El Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer de este recurso de revisión en términos de lo dispuesto en los artículos 107[footnoteRef:4], fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81[footnoteRef:5], fracción II y 96[footnoteRef:6], de la Ley de Amparo; y, 16, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación[footnoteRef:7].  [4:  Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:
[…]
IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el asunto revista un interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras. En contra del auto que deseche el recurso no procederá medio de impugnación alguno;
[…].]  [5:  Artículo 81. Procede el recurso de revisión:
[…]
II. En amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales que establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el asunto revista un interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales sin poder comprender otras.
[…]]  [6:  Artículo 96. Cuando se trate de revisión de sentencias pronunciadas en materia de amparo directo por tribunales colegiados de circuito, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolverá únicamente sobre la constitucionalidad de la norma general impugnada, o sobre la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte.]  [7:  “Artículo 16.
La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá: 
[…]
IV. Del recurso de revisión en amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el asunto revista un interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras; […]”] 


II. OPORTUNIDAD

17. La sentencia de amparo se notificó por lista a las partes el quince de abril de dos mil veinticinco, la cual surtió efectos el día veintiuno siguiente. Así, el plazo de diez días que señala el artículo 86 de la Ley de Amparo, corrió del veintidós de abril al siete de mayo de dos mil veinticinco, sin contar los días diecinueve, veinte, veintiséis y veintisiete de abril, tres y cuatro de mayo por corresponder a sábados y domingos así como dieciséis, diecisiete, y dieciocho de abril, primero y cinco de mayo por ser días inhábiles en términos en términos del artículo 19 de la Ley de Amparo. En consecuencia, si el recurso de revisión se presentó de manera electrónica a través del Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes, el veintinueve de abril de dos mil veinticinco, es evidente que el medio de impugnación se interpuso de forma oportuna.

III. LEGITIMACIÓN

18. El recurso de revisión se interpuso por parte legitimada, pues lo hace valer la quejosa. Asimismo, actúa por conducto de su autorizado, quien tiene reconocida su personalidad mediante el auto dictado el trece de agosto de dos mil veinticuatro, por el Magistrado Presidente del Primer Tribunal Colegiado en el Vigésimo Sexto Circuito, en el juicio de amparo **********.

IV. PROCEDENCIA

19. Resulta necesario determinar si procede o no admitir a trámite el recurso de revisión interpuesto en el juicio de amparo directo, conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo; así como 16, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, a fin de verificar si el asunto plantea un problema de constitucionalidad o de derechos humanos y que amerite un pronunciamiento con interés excepcional por parte de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

20. En la demanda de amparo se plantearon dos cuestiones de constitucionalidad: (i) el hecho de no aplicar la presunción de filiación a hijos nacidos dentro del concubinato, así como la investigación de paternidad a un caso de comaternidad, implica que los artículos 401 a 404 del Código Civil local son heteronormados y contienen una discriminación indirecta que afecta a familias homoparentales; (ii) se viola el derecho de protección a la familia e interés superior de la niñez por no reconocer la relación de comaternidad por el simple hecho de que la relación de concubinato terminó, todo ello en contravención del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

21. Por su parte, el tribunal colegiado estableció que la presunción y la investigación de paternidad (figura de posesión de estado de hijo o hija) no eran aplicables al caso porque se trata de acciones encaminadas a dilucidar el vínculo biológico y en el caso, no era aplicable simplemente por la imposibilidad y porque para todos era conocido quién era el padre biológico de la niña y que se veían ocasionalmente.

22. Dicho lo anterior, precisó que en realidad, la pretensión de la quejosa se materializaba en una acción de reconocimiento por realidad social; sin embargo, consideró que no podía decretar el vínculo jurídico con la persona menor de edad por tres cuestiones: (i) por una parte, la comaternidad alegada había terminado un año antes de que presentara la acción y desde ese momento hasta que se desahogó la pericial en psicología a la niña, se advirtió que su realidad social cambió, de forma que ahora reconocía como padre a la nueva pareja de su madre; (ii) de la pericial en psicología y la comparecencia de la niña, se advirtió que no reconoció a la quejosa como su madre; y (iii) de la pericial en psicología también se advirtió que la niña mostraba confusión sobre sus lazos afectivos y su rol en la familia, por lo que un nuevo cambio de situación podría poner en riesgo su psique al grado de seguir con la confusión e, incluso, afectar su identidad.

23. Ahora bien, en relación con el primer tema de constitucionalidad planteado en la demanda de amparo, la recurrente sostiene que se omitió su estudio. Para atender ese planteamiento, conviene destacar el contenido de los artículos 401 a 404 del Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Baja California Sur, que disponen:

Artículo 401.- La investigación de la paternidad de los hijos nacidos fuera del matrimonio, sólo está permitida:

I.- En los casos de incesto, estupro o violación de la madre cuando la época del delito coincida con la concepción;

II.- Cuando se alegue la posesión de estado de hijo del presunto padre;

III.- Cuando el hijo haya sido concebido durante el tiempo en que la madre habitaba públicamente bajo el mismo techo con el pretendido padre; y

IV.- Cuando el hijo tenga a su favor un principio de prueba contra el supuesto padre.


(REFORMADO, B.O. 7 DE ENERO DE 2002)
Artículo 402.- Se presumen hijos del concubino y la concubina, los nacidos después de iniciado el concubinato y los nacidos dentro de los trescientos días siguientes al de su disolución.


Artículo 403.- La posesión de estado, se justificará demostrando por los medios ordinarios de prueba, que una persona ha sido tratada como hijo por el presunto padre o por su familia, y que éste ha proveído a su subsistencia, educación y establecimiento.


Artículo 404.- El hecho de dar alimentos no constituye por si solo prueba de la paternidad o maternidad. Tampoco puede alegarse como razón para investigar éstas.

24. Al respecto, del análisis de las constancias de autos se concluye que el tribunal colegiado no condicionó el reconocimiento de la filiación a un modelo heterosexual ni aplicó estándares diferenciados por orientación sexual. Su razonamiento se sustentó en la estructura normativa de los artículos 401 a 404 del Código Civil para el Estado Libre y Soberano de Baja California Sur, cuyo contenido regula hipótesis de filiación basadas en elementos estrictamente biológicos. La inaplicabilidad de esas figuras no obedeció a un criterio heteronormado, sino a que la pretensión de la quejosa no buscaba acreditar un vínculo biológico, sino constituir un vínculo jurídico derivado de una relación afectiva ya concluida. En consecuencia, el Tribunal explicó que dichos preceptos no podían aplicarse porque atienden a supuestos fácticos ajenos al caso y resultaban incompatibles con la vía intentada. De ello se advierte que la decisión no plantea un problema de constitucionalidad ni exige un examen adicional de naturaleza discriminatoria.

25. Por otra parte, el asunto tampoco cumple con requisito de interés excepcional. Los argumentos de la recurrente parten de una premisa incorrecta, pues asume que la negativa al reconocimiento de la comaternidad obedeció exclusivamente a que la relación de concubinato había concluido. Si bien el tribunal colegiado señaló que la relación sentimental entre las partes —y, en su caso, la posibilidad de una comaternidad consensuada— terminó un año antes de que se promoviera la demanda, no utilizó ese dato como una forma de caducidad o extinción de derechos, sino para destacar que, al momento de solicitar el reconocimiento, la realidad familiar y emocional de la persona menor de edad ya se encontraba configurada en un entorno distinto, con vínculos y estructuras afectivas plenamente consolidadas, lo que hacía imposible sostener que subsistiera una voluntad conjunta para asumir la maternidad de la menor.

26. Además, resulta indispensable incorporar el enfoque de curso de vida, desarrollado por la Corte Constitucional de Colombia en la Sentencia T-350/2025[footnoteRef:8], según el cual las experiencias, vínculos afectivos y condiciones que atraviesa una persona menor de edad en cada una de sus etapas de desarrollo, no constituyen hechos aislados, sino que se integran y proyectan en su construcción emocional, cognitiva y relacional.  [8:  Corte Constitucional de Colombia, Sala Sexta de Revisión. Sentencia T-350/2025 (21 de agosto de 2025), ponente Miguel Polo Rosero. Disponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2025/t-350-25.htm.] 


27. Bajo esta perspectiva, tal y como acertadamente lo hizo el tribunal colegiado, el análisis no debe limitarse a revisar de manera fragmentada episodios de convivencia pasados, sino que debe atender a la forma en que la menor ha configurado su identidad familiar actual. 

28. En el caso, la evidencia psicológica y la comparecencia de la menor acreditan que se asume como integrante de un núcleo conformado por su madre biológica, el esposo de ésta y la hija menor de ambos, a quienes identifica como madre, padre y hermana, respectivamente, sin reconocer a la quejosa como figura materna. Esta constatación adquiere un carácter decisivo a la luz del principio del interés superior de la niñez, previsto expresamente en el artículo 4o. constitucional, el cual dispone que en todas las decisiones y actuaciones del Estado debe velarse por dicho principio y garantizar de manera plena los derechos de niñas y niños, así como su desarrollo integral. 

29. En concordancia con este mandato, el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño y el artículo 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos exigen tratar el interés superior de la infancia como consideración primordial y asegurar una protección reforzada. De igual forma, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes obligan a privilegiar su bienestar físico y emocional y a adoptar decisiones que favorezcan su desarrollo integral.

30. Conforme a este marco, resulta necesario privilegiar la estabilidad afectiva de la menor y la continuidad de los vínculos significativos construidos en su entorno familiar actual, así como descartar la creación de relaciones jurídicas que no reflejen su realidad emocional ni favorezcan su desarrollo integral.

31. En relación con el argumento consistente en que el Tribunal no expuso con claridad por qué no se trataba de una acción de investigación de paternidad, la sentencia contiene una motivación suficiente. El tribunal colegiado concluyó que la investigación de paternidad —y en su caso, de maternidad— presupone incertidumbre sobre el origen biológico de la menor, hipótesis descartada en este caso porque todas las partes reconocieron la maternidad gestante y la existencia del padre biológico. La pretensión de la quejosa se ubica en un plano distinto: establecer una maternidad jurídica derivada de una relación afectiva pasada.

32. En cuanto al señalamiento de que el tribunal debió explicar la sentencia a la niña de forma acorde con su edad, dicha obligación no se actualiza en el presente caso porque la resolución del tribunal colegiado no modificó su situación jurídica ni alteró su entorno familiar, únicamente confirmó los efectos de la sentencia de apelación sin introducir nuevas cargas, restricciones o decisiones de fondo que incidieran directamente en los derechos personales de la menor. 

33. Finalmente, la afirmación de que la madre biológica “se encargó de que la niña olvidara a la quejosa” no presenta un problema constitucional, sino un desacuerdo con la valoración probatoria. El tribunal colegiado analizó la pericial psicológica y la declaración de la menor, y concluyó que los vínculos afectivos significativos de la niña se encontraban plenamente establecidos en su entorno familiar actual. 

34. Así pues, los agravios resultan inoperantes porque no controvierten los motivos determinantes de la sentencia impugnada y parten de premisas incorrectas, lo cual impide identificar un problema de constitucionalidad y de interés excepcional que requiera la intervención de esta Suprema Corte. 

35. En consecuencia, al no satisfacerse los requisitos exigidos previstos en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Federal; 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo; así como 16, fracción IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, resulta improcedente admitir a trámite el recurso de revisión interpuesto. Sin que sea obstáculo para lo anterior que, por acuerdo de doce de mayo de dos mil veinticinco, se haya admitido el asunto que nos ocupa, pues tal decisión no causa estado, en virtud de que solo corresponde a un examen preliminar del asunto y no al definitivo que ha realizado este Alto Tribunal

V. DECISIÓN

Por todo lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Se desecha el recurso de revisión a que este toca se refiere.

SEGUNDO. Queda firme la sentencia recurrida.

Notifíquese conforme a derecho corresponda; y en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por mayoría de cinco votos de las personas Ministras Ríos González, Esquivel Mossa en contra de algunas consideraciones, Batres Guadarrama, Figueroa Mejía y Presidente Aguilar Ortiz. Las personas Ministras Herrerias Guerra, Espinosa Betanzo, Ortiz Ahlf y Guerrero García votaron en contra. Las personas Ministras Herrerias Guerra, Espinosa Betanzo y Ortiz Ahlf anunciaron sendos votos particulares.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos propuestos.

Firman el señor Ministro Presidente y la señora Ministra Ponente con el Secretario General de Acuerdos, quien da fe.

PRESIDENTE

MINISTRO HUGO AGUILAR ORTIZ


PONENTE

MINISTRA MARÍA ESTELA RÍOS GONZÁLEZ


SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS

LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA

En términos de los artículos 112 y 115 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; así como en el Acuerdo General 11/2017, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de septiembre de dos mil diecisiete en el Diario Oficial de la Federación, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.








